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RtGIMEN LEGAL DE LAS OBRAS PÚBLICAS 

citaciones, objetos de fabricación exclusiva, y obras u 
objetos de arte. Legisla, también, sobre garantías para 
ser admitidos los oferentes al acto del remate, como asi-
mismo para responder a sus obligaciones ; no establece 
montos ni porcentajes respecto de las garantías, que-
dando todo librado a las bases del remate; el remate debía 
anunciarse con treinta días de anticipación. 

Mencionamos las disposiciones anteriormente tras-
critas, como los prjy-neros plsol importptes dados en el 
país referentes ala contratación Cle oiSiras públicas. Pero 
se sigue advirtiendo Tárieeesi -dad, Imprácindibie, de una 
ley específica de la materia, la que debía tardar todavia 
varios años en llegar. Se trata de la ley 775. 

Es nuestra primera ley nacional de 
obras pu i icas, sancionada el 17 de julio de 1876, que 
rigió basta el 13 de octubre de 19_47, fecha en que entró 
en vigencia la ley 13.064. 

Es una ley reglamentaria, lo que se advierte ante 
las numerosas disposiciones explicativas y procedimen-
tales que contiene. Tuvo su origen en un proyecto pre-
sentado en la Cámara de Diputados por el gljoilf19 
Alcorta. Reconoce como antecedentes directos la vieja 
ley de contabilidad 428 y la legislación extranjera de la 
materia, especialmáité fr_linesa, belgá, linglesá y chilena. 

El proyecto fue inforMado en la cámara baja por 
el diputado Salas y en la cámara alta por el senador 

11Corvalán.Dio lugar a un ilustrado debate en el cual 
intervimeron distinguidos parlamentarios, como Pelle-
grini, Uriburu, Salas, Videla Correa, Alcorta, 
Achával, Frías, Corvalán, Oroño, Villanueva, etc. 6. 

La vigencia de la ley que nos ocupa llenó iiiia nece-
sidad verdaderamente sentida. Ella terminó definitiva-
mente con os decretos ue el Poder;ó7riTalia 
en especial pziiLerád_a_91„araIi El Estad2, ji14 ,1p9steión 7 

Ver anteeedentes parlamentarios en "J.A.", t. 16, see. leg., ps. 30 y ss. 
(en nota).
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los contratistas,, conocieron de antemano sus dereehos. 
beáaparecieron las medidas sorpresivas y los favori-
ti-sfflói. — 

Atamparo de esta ley de obras públicas, de tan lar-
ga vi71-n—cia:77TIS-1371 realizaron arandes construccio-
nes que produjeron enormes beneficios nacioñales. 

No vacilamos en colocar a la ley 775 entre las gran-
des leyes del país, y le rendimos un merecido homenaje, 
incluyendo el recuerdo del autor del proyecto y demás 
parlamentarios que la sancionaron. 

Pro eetos de re orma a la le 775. En el año 1927 
el senador Carlos vallejo presento un proyecto de ley 
titulado "Gobierno de pbras públicas". 

Con posterioridad, en 1933, Cámara Sindical de 
Empresas Constructoras propició un nuevo proyecto an-
te el congreso de la Nación. 

No conocemos otras tentativas que se hayan divul-
1 gado, salvo el proyecto del Poder Ejecutivo de 1946 , que 
derogó la ley 775, convirtiéndose, a su vez, en la actual 
ley 13.064. 

cioná promulgada el	
l, Es la segunda le de contabatc 

e marzo de 1947. Uel:ollo las 
leyes 428, 1601, 3914. y 10.2131. 

	

fez laley_1,211>Lha sido	 1 

creto-le 23.351/56 actualmente en - 
á ra a con ratación de obras públicas en sus 

arts. 46 a 49 inclusive, y lo hace con máxor extensión y 
8,,,»ada...cuaLflezo.5,7 

77j-13.064. Es la le nacional debricas ac- 
tua men en vigencia, cuyo análisis es el objeto princi-
pal de esta obra. )2922gplla 775 y fue sancio-
nada el 29 de setiembre de 19474 y promulgada el 13 de 
octubre del mismo año. 

Tuvo origen en un proyeeto del Poder Ejecutiv9



10	 RÉGIMEN LEGAL DE LAS OBRAS PÚBLI(AS TITITLO PRELIMINAR 11 

enviado al Congreso de la Nación el 14 de diciembre de 
1916. Este Rrojectó contaba con 59 artículos. 

Posteriormente, el 28 de eñéro dé 1947, el Poder 
Ejecutivo envió 9.4-9 mensaje mediante ei cual solicitaba 

ampliarán los arts. 1 y 58 del proyecto original. Las 
comisiones parlameniarias de Obras Públicas, y Presu-

, puesto y Hacienda, trataron el proyecto con la interven-
, Ición del entonces míniStro del ramolf 

El despacho de ías comisiones mencionadas contó 
con aclaraciones correspondientes a cada artículo y fue 
informado por el diputado nacional José 14zoLta. Di-
Clas aclaraciones fueron acogidas por la Cámara y no 
hubo discusión parlamentaria ; el proyeeto se aprobó 
con pequerias modificaciones. 

Aprobado por la Cámara baja, pasó, al Senado de 
la Nación, donde después de escucharse tn breve infor-
me del senador Areadio B. #yendarip y una brevísima 
intervención del senador Erneao F.p„avio, se trató en 
general y en particular, quedando convertido en ley bajo 
el número 13.064. 

Debemos manifestar que la ley que nos ocupa reco-
noce como  rniç  n. ronales inmediatas a las leyes 428, 
775 1606 '54 9648 11. 12.961 y como fuentes ex-

eras las le crislaciones de Francia I3Azica, Incrlan-
rra z 

Erariutado informante manifestó que la reforma 
que se propiciaba tenía la siguiente f1 441,V; "a) ac-
tualizar disposiciones anticuadas ; b) incorporar a la 
iirrévá ley las disposiciones sancionadas posteriormente 
al ario 1876; c) incluír en la nueva ley los artículos que 
contemplan las necesidades comprobadas por la expe-
riencia ; d) eliminar disposiciones que no revistan carác-
ter general y que deben pasar ya sea a las reglamenta-
ciones de la ley o a los pliegos de condiciones ; e) favo-
recer, 1 e	 o	 istas y obtener-ii, í, 
mayor competencia x por consiguiente 	 arzÁgs".
--"ra-675FeWaTarse si la ley que nos ocupa a través de

dieciocho arios de vigencia ha cum liclo sus finalidades 
principales en obsequio de os mtereses que tutela. A 
nuestro juicio, la respuesta es afirmativa, y debemos con-
sidérarla como	 sin 
zarla para responder a nuevas exigencias. 

Se argumenta que ha enve 'ecido mucho más rásida-
mente que la ley 775. Diremos que tal circunstancia re-
1°M-alTgITZTájérgrale. En efecto, los....s=gyesps evolu-
tivos de la industria de la construccion en cuanto a su 

monto y necesidades, han sido mayores en estos 
últimos vemticinco arios que en los setenta y imo de vi-
gencia de la ley 775. 

El ran desarrollo actual del arte de construir no se 
adver ra, en e país, hace un cuarto de siglo coMo lo ad-
vertimos ahora. 

Hay provincias como Byenos Aires, Santa Fe y, 
otras que cuáitan -con una legislación de ob'ra's'púbteqs 
eficaz y progresista, que bien pueden servir de antece-
dentes para futuras reformas. 

Existe también un anteproylc,to de "Ley de obras 
públicas por contrato" eraloraá.o ps5r una comisión nom-
brada por el Poder Ejecutivo nacional en el ario 1963. 
Dicho anteproyecto es interesante y lo citamos con fre-
cuencia en este trabajo. 

No sabemos de iniciativas de sustitución de la ley 
13.064, pero tenernos conocimiento que ya en 1963 el 
Poder Ejecutivo nacional trabajaba en la redacción de 
un proyeeto de ley destinado a reemplazar nuestra legis-
lación vigente. 

Al analizar los distintos artículos del cuerpo legal 
que comentamos, hemos tratado de serialar las posibles 
reformas que reclaman las exigencias actuales de la in-
dustria de la construcción. 

Por último, anotamos que la ley 13.064 ha sido mo-
dificada po.r varias leyes, como observarnos en el 
11175771E-A77-
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3. LEYES QUE RIGEN LAS OBRAS PÚBLICAS NACIONALES. 

Dichas obras están sustancialmente regidas por las 
siguientes disposiciones ley 13.064 (específica de la ma-
teria) ; ley 14.000 (afianzamiento de los contratos de 
obras públicas) 7 ; ley14,143 (aarantía del contrato con 
hipoteca o prenda) 8 ; leyes 12.910 y 15.285 (leyes de 
yores costos) 9 , leyes 13.653, 14.389 y 15.023 (organiza-
METTúllionamiento-ae 92=1,111e Estado) " ; de-
creto-ley de contabilidad 23.354/56 (derogatorio de la 
ley 12.961) "	 .324/49 (aclaratorio de concep- 

;......„—decreto 19 

tos y expresiones usados en la ley 13.064) 12 ; decreto 
7928/49 (fianza bancaria para garantía de propuestas en 

e o-	 653/58 (fianza banlaria en
sustitución del fondo de reparos en efectivo) i4: 

Advertimos que existen otras disposiciones que ri-
gen, en alguna,medida, la obraWalica, pero las omitimos 
por no ser esenciales ; sin embargo, algunas de ellas figu-
ran en el epéliyAce legal y todas se citan, en su oportuni-
dad, en el texto de la obra. 

Finalmente, agregamos que las obras úblicas ro-
vinciales se rigen por la legislación específica de ca a 
provmcia ; las TEDisipáts por las leyes orgánicas de 
los municipios y ordenanzas respectivas ; las obras inter-
nacionales se rigen pór los tratados respectivosz las 1.9.111 
arc"a7á uno de los Daíses ejecutantes, estas últimas en la 

edida que resul an ap icables en sus propios territorios 
según los contratos internacionales. 

7 Ver apéndiee, p. 400. 
8 Ver apéndice, p. 400. 
9 Ver apéndiee, ps. 405 y 406. 
10 Ver "Anales de Legislación Argentina", t. 3X-A, p. 353; t. Duv-A, p. 185; 

t. XV-A, p. 99, y t.	 p. 218. 
11 Ver parte específiea en apéndiee, ps. 413 y SS.

12 Ver apéndiee, p. 397. 
13 ver apéndice, p. 399. 
14 ver apéndiee, p. 403.

4. OBRA PIIBLICA Y OBRA. DE IIITLIDAD PÚBLICA. DEPINI-

CIONES. 

Si bien ambas obras apuntan específicamente a la 
utilidad y el interés colectivos, no  toda obra de uülidad 
pública es obra_pública. 

La diferencia sustancial reside en el carácter que in-
viste el  sujeto Islecl:1122L_Ie y ejecuta la obra. En efecto 
ci) cuandó l Estado actúa como persona de derecho 
público, en lo qireáronstruccióiiTérefiere, realiza siem-

; b) cuando actúa como persona jurídica 
de derecho privado, realiza obra de utilida4 pa

 simplemente privada ; c) las personas o entes privados 
17515W1en realizar obras de utilidad pública. 

Por último, diremos que la obra pública puede ser 
de uso común directo o indirecto (inclusive la colectivi-
dad puede ignoriTi-u7ZSETItencia : obra pública estratégica 
secreta). En cambio, a nuestro juicio, la obra de utilidad 
pública mmea es seereta y su uso es directo, y sólo eir-
cunstancialmente puede ser indirecto. 

Definiciows. —A continuación reproducimos las 
siguientes definiciones de autores nacionales y extran-
jeros

RAFAEL BunsA " "Es obra pública toda construc-
ción integral y reparación realizada sea por la Adminis-
tración pública, sea por concesionarios, sobre cosas (in-
muebles o muebles) directa o indirectamente afectadas 
al uso público". 

ALCIDES GRECA 16 : Adopta la definición de BIELSA. 

eTiosÉ F. RIEFFOLO BESSONE " Considera "obras pú-
blicas las construídas con fondos del Estado y destinadas 
a la utilidad común". 

15 Derecho adininistrativo, Ed. Depalma, Bs. As., 1955, t. II, p. 349. 
16 Régirmen legal de la eonstruceión, Ed. Victor P. de Zavalla, Bs. As., 

1956, p. 210. 
17 Contrato de obra pública, Ed. "El Atenee", Bs. As., 1946, p. 36. 
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CARLos M. SÁENz ": "Obra pública nacional es toda 
construcción, trabajo o servicio de industria, de utilidad 
común, que se ejecuta con fondos del tesoro de la 
Nación". 

MAURICIO DuRRIEu ": "Son aquellos trabajos lleva-
dos a cabo en mi inmueble por cuenta de una persona 
pública y con un fin de utilidad pública". 

En el anteproyecto de "Ley de obras públicas por 
contrato" de la comisión designada por el P. E. nacional 
en el año 1963, se expresa : " Todas las construcciones, 
instalaciones y obras en general que contrate la Admi-
nistración nacional por intermedio de sus dependencias 
centralizadas o descentralizadas, y empresas de Estado, 
se considerarán obras públicas y se regirán por las dis-
posiciones de la presente ley. . . . ". 

CARDos GARCÍA OVIEDO ": "Son obras públicas las 
ejecutadas por un órgano administrativo o por su encar-
go con un fin inmediato de utilidad pública". Este autor 
considera que la obra pública es siempre inmueble (p. 
505).

RECAREDO MARTÍNEZ DE VELAZCO ": "Se entiende 
por obra pública las que sean de general uso y aprove-
chamiento y que se hallen a cargo del Estado, las provin-
cias o los pueblos". Para MARTÍNEZ DE VE-riAzoo la obra 
pública es inmueble (p. 87). 

VICENTE SANTAMARÍA DE PAREDES 22 Sigue lOs con-
ceptos de las leyes espafiolas del 13/IV/1877 y 10/1/1879, 
expresando conceptos donde evidentemente ha bebido 
MARTÍNEZ DE VELADOO, y que por su similitud no re-
producimos. 

- 18 Las obras palicas en nuestra legislación positiva, publieación de la 
"Revista de Ciencias Económicas, Comerciales y Polítieas", nos 58/59, afw 
1949.

19 Técntica de la ingeniería y la arquitectura, e ingentiería y arquitectura 
legal, ed. del autor, Bs. As., p. 54. 

20 Derecho achninistrativo, 6 ed., Madrid, 1957, t. 1, p. 504. 
21 Los contratos administrativos, Madrid, 1927, p. 80. 
22 Gurso de derecho administrativo, Madrid, 1914, p. 707.

Tfrindo PRELIMINAR	 15 

ENRIQUE SAYAGU.1S LASO " : " Son ciertos trabajos 
sobre bienes imnuebles que la Administración ejecuta o 
que se realizan por su cuenta". 

ANTONIO CIENFLONE 24 : Obra pública es la "realizada 
por el Estado u otro ente público, y destinada a un ser-
vicio público". 

ALEREDO DE ALMEIDA PAIVA 25 " Son las obras COS-

teadas y ejecutadas por el poder público destinadas a 
atender el funcionamiento de un servicio públieo o en 
vista a un interés general o público". 

Nuestra definició4— Consideramos obra pública la 
conán7IVID-~6n o conservación re~~ 

.—Estado, actuando como perSoi -dérecho público en 
Tófiládirect o indirecta, respecto de cosas muebles ó in-
muebles, con fondos estatales o no, destinadas al uso 
común directo o indirecto. 

Seguidamente hacemos un análisis de nuestra de-
finición :

a) Puede tratarse de una construcción integral, de 
una reparación o construcción parcial ; igualmente puede 
consistir en los trabajos de conservación de una obra ya 
realizada ; eventualmente, puede suceder que la obra no 
sea construída por el Estado ni por su cuenta y comien-
ce siendo privada, pero luego se afecta al uso público 
convirtiéndose en obra pública 26 . ; también puede suceder 
el easo inverso. 

b) Puede realizarla directamente el Estado o por su 
cuenta mediante contratistas o concesionarios de obras 
públicas ; siempre el ente administrativo debe actuar co-
mo persona de derecho público. 

c) Recae sobre cosas muebles o inmuebles ; aunque 
es más corriente la obra pública inmueble, no procede 

23 Tratado de derecho administrativo, Montevideo, 1959, t. II, p. 86. 
24 L'appalto di opere pubbliche, Ed. Giuffré, Milano, 1950. 
25 Aspecto do contrato de empreitada, Ed. "Revista Forense", Río de 

Janeiro, 1955, p. 150. 
28 Conf. SKYAGUÉS Laso, op. cit., t. n, p. 87, n. 2.
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hacer ninguna limitación al respecto, tanto más si la con-
sideramos en un sentido lato e independiente (ver com. 
ps. 99 y s.). La Procuración Nacional del Tesoro ha dic-
taminado : "la obra pública puede ser mueble o inmue-
ble, corporal o incorporal" (t. 81, p. 244). 

d) A pesar de lo dispuesto por el art. 1 de la ley 
13.064, opinamos que una obra pública puede financiarse 
con fondos privados ; lo que le da el carácter de tal no es 
el origen de los fondos sino la presencia del ente estatal 
de derecho público y el destino de ella. 

e) El uso público puede ser satisfecho directa o in-
directamente : caminos librados al uso público ; caminos 
puilamente estratégicos, no librados al uso público. 

Con la definición que hemos desarrollado preceden-
temente, estimamos resumir, dentro de lo posible, un.a 
comprensión cabal de los conceptos que informan la obra 
pública. 

5. CLASIFICACIóN DE LAS OBRAS PÚBLICAS. 

En esta materia, lo mismo que en otros aspectos 
(educación, justicia, régimen impositivo, etc.), la Nación, 
las provincias y los municipios tienen facultades concu-
rrentes o simultáneas (arts. 1, 67, inc. 16, y 104 de la 
Constitución nacional). Esto significa que el gobierno 
nacional puede realizar, también, obras públicas en ju-
risdicciones provinciales, conforme al régimen de la 
ley 13.064. 

Como una consecuencia de lo expresado existe, en 
nuestro país, una ley nacional de obras públicas y, a su 
vez, cada provincia ha dictado su respectiva legislación 
de la materia. 

A estos aspectos hay que sumar las disposiciones 
municipales. 

Atento a lo expuesto, clasificamos las obras públicas 
en nacionales, provinciales y municipales, teniendo en 
cuenta el ente administrativo que las ejecuta

TíTITLO PRELIMINAR 

directamente. En consecuencia, disentimos con quienes 
formulan clasificaciones teniendo iI6iig&iEi ae

 los recursos ernp ea-r-- Méiteramos, nuevamente, que el 
oBTérfa-é-dichos fondos no concede a la construcción, re-
paración o conservación el carácter de obra pública (ver 
com., ps. 56 y ss.). 

RIEFFOLO BESSONE divide también las obras públicas, 
según las necesidades que satisfacen, en civiles y mili-
tares ". 

Recordamos la posibilidad de obras públicas inter-
nacionales, es decir, aquellas que puedan construírse con 
esfuerzo y fondos comunes a dos o más naciones. Estas 
obras tienen, generalmente, origen en tratados interna-
cionales y responden a reglamentaciones que escapan a 
las leyes especificas dé la materia. Los aportes suelen 
graduarse según los beneficios de utilidad pública que 
recibe de la obra cada uno de los entes intervinientes. 
También diremos que el derecho internacional público no 
permanece ajeno a la reglamentación de este tipo de 
obras ". 

Con el criterio anteriormente expuesto, dentro del 
régimen federalista de nuestro país, puede hablarse de 
obras públicas interprovinciales y aun intermunicipales. 

6. IMPORTANCIA DE LA OBRA PÚBLICA. 

La importancia económica, social y política de las 
obras públicas no necesita comentarios demostrativos. 
Conjuntamente con las obras privadas han dado origen 
a una industria pujante llamada industria de la construc-
ción " En nuestro país es la más impoi-t-ante después de 

27 Op. cit., p. 39. 
28 Conf. CL&NFLIONE, op. oit., p. 7. 
29 HOjskER.0 Q,__13 ,1333u2/51 expresa respecto de la industria de la construe-

ción en Legiskwión de obras ete., t. ni, ps. 13 y ss.: "Si de 
acuerdo con la lengua, ha de entenderse por industria al conjunto de ope- 
raciones materiales ejecutadas para la obtención, trasformación o elaboración, 

4 - Mó, Obras pdbliccus



CAPÍTITLO 

DE LAS OBRAS PÚBLICAS EN GENERAL (12)

Art. 1 

Considérase obra pública nacional to-da construcción o tra-
bajo o servicio de industria que se ejecute con fondos del tesoro 
de la Nación (13), a excepción de los efectuados con subsidios, 
que se regirán por ley especial, y las construcciones militares, que 
se regirán por la ley 12.737 y su reglamentación y supletoriamente 
por las disposiciones de la presente (14). 

Concordan,cies: ley 12.737; decreto 19.324/49. 

SIIMARIO: 12.. Concepto. — 13. La obra pública en nuestra legislación. — 14. Ex-
cepciones consagradas por la ley; obras subsidiadas y construcciones militares. A) Acla-
Tación de conceptos y expresiones de la ley 13.064; deareto 19.324/49, 15. Jurispru-
dencia. — 16. Aclaraciones parlamentarias. 

12. CONCEPTO. 

Al comenzar el examen de -la ley 13.064 advertimos que hemos 
preferido examinar en el título preliminar de este trabajo, dif eren-
tes aspectos fundamentales relativos a la estructura del complejo 
de la obra pública, sustrayéndolos de los comentarios del cuerpo de 
la ley ; con ello se ha tratado de dax a diehos temas, por su impor-
tancia, una ubieación de conjunto y relacionada, presentando al lec-
tor una especie de introducción general a los estudios que desarro-
llamos en esta parte de nuestro libro. 

En consecuencia, consideramos que la lectura del título preli-
minar será, siempre, provechosa para quienes deseen abocarse al 
conocimiento de nuestras notas respecto de la ley nacional de obras 
públicas.

•
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13. LA OBRA PÚBLICA EN NUESTRA LEGISLACIÓN. 

Hemos definido la obra pública expresando que es toda cons-
trucción, reparación o conservación realizada por el Estado, actuan-
do como persona de derecho público, er forma directa o indirecta, 
respecto de cosas muebles o inmuebles, con fondos estatales o no, 
destinadas al uso común directo o indirecto (ver com. p. 15). 

Ahora bien; si definir es fijar con claridad y exactitud la sig-
nificación de una palabra o la naturaleza de una cosa, debemos 
aceptar que ni la ley 775 ni la actual 13.064, que derogó a la pri-
mera, nos brindan una definición de obra pública. 

Quizá, para responder a una técnica legislativa o por aquello 
de que en derecho las definiciones son siempre peligrosas (omnia 

definitio perieulosa est), las leyes de referencia consagran sólo una 

noción configurativa y limitada de la cuestión que nos ocupa. 
Ambos textos legales toman como base un criterio fiscal o finan-

, ciero, olvidando una circunstancia principal y definitoria como es 
la intervención o no en el contrato de un ente administrativo. No 
participamos de este criterio, no obstante que muchas leyes provin-
ciales de la materia lo sustentan aun con posterioridad a la sanción 
de la ley nacional. Sin embargo, en leyes como las de las provincias 
del Chaco (1957), Buenos Aires (1959), Santa Fe (1960) y otras se 
destaca, claramente, el coneepto de que también habrá obra pública 
aun cuando los fondos no pertenezcan al tesoro estatal, pudiendo, 
en consecuencia, tratarse de fondos particulares. Estas leyes atien-
den especialmente a la presencia o no de la entidad administrativa 
que realiza las obras públicas, sin considerar el origen de los fondos 
con los cuales se financiarán. 

La doctrina viene haciendo reservas coincidentes con lo ante-
riormente expuesto aun antes de la sanción de la ley 13.064 (afio 
1947), pues la ley 775, derogada por la primera, ya incurría en el 
mismo error. Ambas leyes tienen redacción distinta, ya que la pri-
mera emplea los términos "con fondos del Tesoro de la Nación", y 
la segunda "por cuenta del tesoro de la Nación", la terminología 
difiere, pero el concepto es casi el mismo. 

LacurónÑonal 	esoro ha dictaminado : "El con-

cepto de «fondos del tesoro de la Nación» comprende tanto los fon-

dos del presupuesto de la Administración centralizada como clescen-
tralizada, ‹ incluídos entidades autárquicas y Empresas del Estado" 
(t. 92, p. 74). 

La posición que propiciamos encuentra su fundamento en que 
jurídicamente no debe buscarse la naturaleza de la obra pública en 
el origen de los fondos económico-financieros a emplearse en su rea-
lización ; por el contrario, debemos encontrarla en la circunstancia 
de que en la celebración contractual y ejecución aparezca la presen-
cia de una entidad administrativa como persona de derecho público. 

A mayor abundamiento diremos que, con recuencia, se obser-
van contratos administrativos celebrados entre el Estado y empresas 
constructeras para ejecutar obras con financiación a cargo de los 
empresarios. Para ello en las bases licitatorias se aclara que las in-
versiones con sus respectivas utilidades serán reembolsadas por los 
presuntos destinatarios o usuarios. En este caso no se puede negar 
a la obra pública el carácter de tal a pesar del origen de la finan-
ciación. Iguales circunstancias pueden presentarse en el caso de la 
construcción de caminos mediante el cobro de peaje 73 bis , o sea, con 
derechos de tránsito que responden a los gastos del empresario. 

78 bio A título informativo trascribimos el art. 4 de la ley 15.275, ref e-
rente a la construcción y financiación de obras viales, el cual expresa: "Auto-
rizase al Poder Ejecutivo a estableeer dereehos de peaje, sujetos a la regla-
mentación que se diete en eada caso, para obtener recursos destinados a la 
ejecución de estas obras". 

Igualmente, mencionamos la declaración de la Tercera Reunión Anual del 
Cuerpo de Abogados de la Cámara Argentina de la Construeción y Empresas 
Asociadas, realizada en Salta del 15 al 19 de agosto de 1965. Dicha declaración 
dice así:

"1) Que el dereeho de peaje, concebido exclusivamente como una tasa 
a pereibir por el uso de un determinado medio de comunicación y destinada 
tnica y específicamente a - costear su construcción y mantenimiento, no contra-
dice ningún derecho, garantía o norma constitucional, pues es compatible con 
los prineipios que fundan los arts. 10, 11 y 12 de la Constitución naeional. 

"2) Que, en consecuencia, y a los efeetos de configurar y tipificar el 
derecho de peaje, es conveniente que el Congreso Nacional, en ejereicio de las 
facultades expresamente conferidas en el art. 67, inc. 12, de la Constitución 
nacional, diete una ley general reglamentaria del derecho de libre tránsito 
reconocido y enumerado en el art. 14 de la Carta Fundamental. 

"3) Que, desde luego, esa ley reglamentaria deberá contener disposiciones 
de perfecta claridad interpretativa, respecto de la naturaleza del derecho de 
peaje y también en el sentido de que, por la forma de gobierno adoptada por la
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Finalmente, advertimos que muchas obras que el Estado realiza 
con fondos propios no son públicas, como es el caso de las construc-
ciones en bienes de su dominio privado, actuando como persona de 
derecho privado. 

Nación Argentina, conforme prescribe el art. 1 de la Constitución nacional 
y demás normas eoncordantes, ello no es óbice de lo que establezcan en sus 
respectivas jurisdicciones los Estados particulares, por aplicación de los prin-
cipios normados en los arts. 105 a 107 de la misma Constitución y con suje-
ción a los limites estatuídos en su art. 5". 

También la Séptima Conferencia Nacional de Abogados, realizada en Co-
rrientes del 23 al 26 de setiembre de 1965, se ha expedido en la siguiente 
forma: 

"Que en el régimen constitucional argentino no existe obstáculo para la 
aplicación del sistema llamado de peaje, referido a la construcción y mante-
nimiento de obras públicas de comunicación y sus consiguientes servicios. 

"Que, sin embargo, este principio debe guardar determinadas caracterís-
ticas, a fin de conservar su congruencia con dicho régimen constitucional; 
a saber:

"1) Que se trata de un sistema de aplieación excepcional, cuya singula-
ridad, como así también los efeetos de su práctica, hacen imprescindible una 
ley especial que lo estatuya para eada obra en particular, dejando a la pru-
dencia del legislador la apreciación de la necesidad de este sistema. 

"2) Que, por otra parte, el peaje no es suseeptible de ser aprehendido por 
las normas de los arts. 10, 11 y 12 de la Constitución nacional, que prohíben 
gravar la circulación de mereaderías y abonar los llamados dereehos de tránsito; 
pues aquél es ajeno a todo eso, ya que eonsiste únicamente en la percepción de 
una tasa o servicio por el uso de una determinada obra o vías de comunicación, 
que no excluyen ni impiden el tránsito por otros medios y que de otra manera 
no se construirían. 

"3) Que es propio de este sistema la pereepción de una tasa, servicio 
o derecho exclusivamente retributivo del costo de la obra, mantenimiento de la 
misma y las prestaciones aceesorias. 

"4) Que, para que las disposiciones constitucionales que amparan el libre 
tránsito no sufran desmedro (art. 14 y afines), es menester que la referida 
tasa sea razonable y directamente proporcional a los citados costos, sin asumir 
en circunstancia alguna el carácter o la dimensión de un gravamen o fuente 
de renta.

"5) Que, consiguientemente, esa tasa debe reconocer un límite temporal 
coincidente con la amortización del costo de la obra sin perjuicio de la subsis-
tencia de las tasas por cobro de la mantención y de los servicios especiales, 
en su caso. 

"6) Que este sistema es susceptible de aplicación directa por parte del 
Estado, como también por medio de contratos de coneesión que se ajusten a las 
normas regulatorias de la actividad administrativa (v.gr., licitación, etc.). 

"7) Que, habida euenta de nuestro régimen estatal federativo, la facultad
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14. EXCEPCIONES OONSAGRADAS POR LA LEY. 

El artículo que comentamos establece dos excepciones; en efec-
to, no considera obras públicas a las que se realizan mediante sub-
sidios estatales y a las construcciones militares, aunque se inviertan 
en ellas fondos del tesoro de la Nación. 

Anotamos que la antigua ley 775 no decía nada al respecto. 
Estas excepciones encuentran resistencias fundadas en la circuns-
tancia de que los recursos estatales se distribuyen sin el debido con-
trol administrativo de la ley de contabilidad y Tribunal de Cuentas. 

Obras subsidiadas. Aunque se construyen en gran medida 
con aportes del Estado, este último no contrata con los empresarios 
ni interviene en el control ejecutivo. Son obras de promoción, de 
bien general, y que por su naturaleza resultarían dificultosas si se 
intentara realizarlas administrativamente. Sin embargo, la Adfflinis-
tración suele reservarse algunos derechos para el caso de la liquida-
ción de la entidad subsidiada, la cual, además, debe contar con otros 
recursos independientes del subsidio mismo. 

Habitualmente se trata de construcciones destinadas al funcio-
namiento de bibliOtecas, asistencia hospitalaria, institutos de inves-
tigaciones, ligas u organizaciones fundadas para luchar contra cier-
tos flagelos, actividades deportivas, etc. Estas entidades se orga-
nizan, frecuentemente, dentro del tipo de asociaciones civiles, cuyos 
integrantes aparecen notoriamente desinteresados respecto de los 
valores económicos de la entidad, ellos encuentran recompensa en 
la obtención de resultados humanitarios, intelectuales, etc., en los 
cuales despunta, siempre, una alta finalidad de interés y servicio 
colectivos. 

Los aspectos expuestos precedentemente, tienden al desarrollo 
de la doetrina de la colaboración, la cual busca que entidades ex-

de dietar leyes de aplicación de este sistema compete a la Nación y a las 
provincias según sus respectivas jurisdieciones. 

"8) Que el aludido régimen retributivo, a cargo de los usuarios de la 
obra, es independiente de las contribuciones al mayor valor que con objetivos 
fiscales el Estado eonsidere conveniente aplicar a los propietarios de inmue-
bles aledaidos". 

Recomendamos el doeumentado trabajo del doctor CABLOS A. ZABALLA 
Constitucionalidad del peaje, presentado en la Séptima Conferencia Nacional 
de Abogados.
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traflas al Estado participen con él, cada vez más, respecto del ser-
vicio de los intereses generales. En definitiva, como lo sostiene 
Haumou en su Derecho público y constitucional, p. 229, traducido 
por Lcuis DEL, Casnizo, debe aceptarse que la Administración pú-
blica no monopoliza todos los propósitos y acciones tendientes al 
bienestar humano, y que personas o entes privados deben colaborar 
compartiendo con ella tales tareas y objetivos. 

Construcciones militares. — Estas obras se rigen por la ley 
12.737 74 . Por ella se autorizó a la Administración a invertir hasta 
la suma de 127.400 millones de pesos moneda nacional en obras mi-
litares, cuya conducción está a cargo del Departamento de Guerra. 

La suma antes mencionada es extraordinariamente grande, so-
bre todo si se tiene en cuenta el valor de nuestra moneda en el aíío 
1941, época de la sanción de la ley. No obstante, el manejo de dichos 
fondos quedó al margen del alcance de la ley de contabilidad. Este 
aspecto ha sustentado las principales objeciones formuladas a la 
cuestión que nos ocupa. 

Puede argumentarse, también, que la excesiva intervención del 
ejército en las actividades propias del arte de construír, además de 
propender a una estatización inconveniente en materia de obra, sus-
trae a las fuerzas armadas de sus finalidades específicas. 

Recordamos que la ley 13.064 en su art. 9, ine. d, exime de la 
regla general de la licitación pública a la Administración cuando lo 
exige la seguridad de ella. 

Entendemos que esto sólo puede vincularse a inversiones rela-
cionadas con secretos militares, defensa nacional, construcciones es-
tratégicas, ete. 

Por último, el art. 1, in fine, de la ley de obras públicas declara 
que debe considerársela como supletoria de la 12.737 y su reglamen, 
tación. 

A) Aclaraciones ile conceptos y expresiones usados en la ley 
13.064; decreto 19.324/49 75. - Al entrar en vigencia la ley nacio-
nal de obras públicas se notó, inmediatamente, la necesidad de acla-
rar el alcance de la terminología empleada en el art. 1. Con tal mo-

74 Ver apéndice, ps. 403 y s. Dentro del mismo régimen se ha incluído a las 
obras de la Gendarmera Nacional, en virtud del deereto 16.421/56. 

75 Ver apéndiee, ps. 397 y ss.
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tivo se dictó el decreto del epígrafe, el cual precisa los conceptos 
"construcción", "trabajo" o "servicio de industria"; la no nece-
sidad de la escrituración en los contratos de obras públicas, salvo 
que por su importancia la Administración lo considere conveniente ; 
excepción consagrada en el art. 56 de la ley en cuanto a la provi-
sión destinada a las obras públicas nacionales; redacción por el Mi-
nisterio de Obras Públieas de un pliego tipo de condiciones sobre 
la base de las disposiciones de la ley 13.064. 

15. JURISPRUDENCIA. DICTÁMENES. 

"No basta el beneficio general para calificar la obra pública; 
es necesario, además, tener en cuenta la finalidad, el uso público, 
quién contrató la obra y quién la paga" ("L.L.", t. 6, p. 1050). 

La Procuración Nacional del Tesoro ha dictaminado : "Un con-
trato de obra privado se trasforma en contrato de obra pública si 
es traspasado a una entidad pública, pues en tal caso el contrato 
se ejecuta «con fondos del tesoro de la Nación», encuadrándose así 
en el art. 1 de la ley 13.064" (t. 65, p. 71). 

"Las obras contratadas por un ente no estatal no son contratos 
de obra pública, por aplicación analógica del principio legal que 
excluye a las obras realizadas por subsidios, y por no tratarse en 
tales casos del empleo de fondos del tesoro nacional" (t. 90, p. 55).

"Dentro del concepto de servicio de industria deben encuadrar-



se aquellos contratos en que el contratista se obliga a organizar o 
instalar una planta industrial que tenga por finalidad la de obtener, 
trasformar, perfeecionar o trasportar productos naturales. Los con-



tratos de provisión o suministros de materiales para la construcción, 
ampliación, reparación o conservación de obras públicas, por su ca-



rácter accesorio o instrumental, encuadran dentro del régimen jurí-
dico del contrato de obras públicas" t. 67, p25 

16. ACLARACIONES PARLAMENTARIAS. 

"Cabe convenir que no merece discusión de que es más com-
prensiva la expresión «con fondos del tesoro de la Nación» que «por 
cuenta del tesoro de la Nación», máxime cuando debemos tomar en 
euenta que la Corte Suprema de Justicia, en el caso «O.S.O. contra
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Vieyra», ha dejado sentada la jurisprudencia de que cuando la Na-
ción adelanta los fondos (ley 10.998. Obras Sanitarias de la Nación. 
Estudios, proyectos y ejecución), que se realizan con fondos de la 
Nación y por cuenta de las provincias que asumen la obligación de 
reintegrarlos, y mientras no se opera su reintegro, los servicíos res, 
pectivos son de carácter nacional. En consecuencia, su eonstrucción 
y explotación deben ajustarse a las normas dictadas en el orden fe-
deral (Anexo 1, páginas 54 y 55). 

"Cabe también aclarar que en el concepto de «obra» están com-
prendidas las tareas siguientes : 

"Construcciones : edificios, puertos, diques, etcétera. 
"Trabajos: dragado, balizamiento, relevamiento. 
"Servicios de industria: organización e instalación de servicios 

industriales, como ser talleres, fábricas, etcétera. 
"Con referencia a las excepciones que se mencionan en este 

artículo corresponde : 
"a) Obras subvencionadas. Son aquellas que se construyen con 

el aporte del Estado, y por ello, el concepto de ayuda a la acción 
privada se considera como una colaboración, para ue ueda ckn-
plir la institución sus fines de orden social en donde la acción del 
gobierno no puede llegar de otra manera, y ese aporte no puede ser 
sometido a excesivas exigencias que perturban a las instituciones 
en la finalidad de bien público que persiguen, considerando al mis-
mo tiempo que sus componentes son personas desínteresadas en favor 
de lá institución misma. 

"b) Construcciones militares. Rige para este régimen de cons-
trucciones la ley 12.737, que lo aparta del alcance de la ley común 
de contabilidad, y que se ajusta al sistema de otros países". 

Art. 2 

Las facultades y obligaciones que estableee la presente ley, 
podrán ser delegadas por el Poder Ejecutivo en autoridad, orga-
nismo o funeionario legalmente autorizado (17). 

Ooncordancias: a,rt. 86, inc. 1, de la Confft. nac.; decretos citados en el 

parágrafo 17. 

• SUMARd0 : 17. Delegación de facultades y obligaciones. 	 18. Aclaraciones par-
lamentarias.
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17. DELEGACIÓN DE FACULTADES Y OBLIGACIONES. 

Según el art. 86, inc. 1, de la Constitución nacional, corresponde 
al Poder Ejecutivo las fimtiones de administrador. En tal carácter, 
debe arbitrár todos los medios para el mejor cumplimiento de las 
atribuciones que le confieren la Constitución y las leyes. 

El artículo en estudio tiende a facilitar lo expresado anterior-
mente, permitiendo la delegación de funciones en organismos o fun-
cionarios debidamente autorizados. 

El miembro informante de la Comisión de Obras Públicas y de 
Presupuesto y Hacienda de la Cámara de Diputados de la Nación, 
diputado nacional José Marotta, aclaró el alcance del art. 2 de la 
ley 13.064 expresando que el Poder Ejecutivo quedaba facultado 
para delegar las funciones atinentes en "secretarios de Estado, re-
particiones nacionales, gobiernos de provincias, municipalidades y 
aun en funcionarios en casos especiales, cuando así convenga a los 
intereses generales de la Nación". 

Lo dispuesto por el artículo en análisis permite una descentra-
lizáción beneficiosa que facilita el estudio de los proyectos, cómpu-
tos, presupuesto, ete., y acelera el ritmo ejecutivo de las obras. 

La antigua ley 775 limitaba las facultades que estudiamos, pues 
su art. 2 establecía que todas las obras públicas debían realizarse 
bajo la inspección y vigilancia del gobierno de la Nación, es decir, 
por intermedio de los Departamentos de Ingenieros Civiles o Mili-
tares, según la clase de obra a ejecutarse. 

En mérito a lo expuesto, con anterioridad se ha dictado entre 
otros los siguientes decretos : 37.435 del 27 de noviembre de 1947, 
que delega facultades en el Ministerio de Obras Públicas de la Na-
ción ; 25.611 del 25 de agosto de 1948, que delega facultades en el 
Ministerio de Marina de la iNación; 16.930 del 22 de julio de 1949, 
que delega facultades en el Ministerio de Trasportes de la Nación; 
23.074 del 25 de octubre de 1948, que delega facultades en la Di-

•rección General de Gendarmería Nacional ; etc. 
Advertimos que se ha opinado, con frecuencia, que la facultad 

de delegación a que se refiere el artículo en análisis debe ser em-
pleada restrictivamente por el Poder Ejecutivo. 

Finalmente, diremos que las entidades o funcionarios delegados
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